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A C U E R D O

En la ciudad de La Plata, a 1 de septiembre de 2010, habiéndose establecido, de conformidad con lo dispuesto en el Acuerdo 2078, que deberá observarse el siguiente orden de votación: doctores Soria, de Lázzari, Hitters, Pettigiani, se reúnen los señores jueces de la Suprema Corte de Justicia en acuerdo ordinario para pronunciar sentencia definitiva en la causa B. 65.966, "Lloret, Luis O. contra Banco de la Provincia de Buenos Aires. Demanda contencioso administrativa". 
A N T E C E D E N T E S 

I.-El señor Luis Osvaldo Lloret, por su propio derecho y con patrocinio letrado, promueve demanda contencioso administrativa contra el Banco de la Provincia de Buenos Aires con el objeto de que se deje sin efecto la resolución del Directorio de fecha 15 de mayo de 2003 mediante la cual se rechazaron, por extemporáneo, el recurso de revocatoria deducido contra la Resolución 1555/02 y por improcedentes, las presentaciones efectuadas con fechas 12 y 13 de febrero de 2003.

 Efectúa reserva para accionar por daños y perjuicios; pide la reincorporación al cargo en que revistara, se le abonen los salarios caídos y se haga constar en su legajo que el sumario incoado no afecta su buen nombre y honor. Requiere la imposición de las costas a la demandada. 

II.- En el marco de la ley 12.008 -texto según ley 13.101- (y conf. doct. causas B. 64.996, "Delbés", Res. del 4-II-2004; B. 59.618, "Suárez", Res. del 11-II-2004 y posteriores), el Tribunal confirió al actor la posibilidad de optar entre distintas vías procesales para que, en su caso, adecue la demanda a las reglas del proceso sumario de ilegitimidad previsto en el Capítulo II del Título II de ese cuerpo legal (fs. 408).

Ello así, el accionante manifiesta su voluntad de dejar sin efecto el reclamo de daños y perjuicios obrante en su primera presentación y de adecuarse a lo normado por los arts. 67, 68 y 69 de la ley 12.008 (fs. 409 y vta.). 

III.- Corrido el traslado de ley, el Banco de la Provincia de Buenos Aires, a través de su representante, se opone al progreso formal de la demanda y, en lo sustancial, argumenta a favor de la legitimidad del acto administrativo impugnado. 

 IV.- Sin acumular, se agregó a los autos, fotocopia certificada del sumario administrativo 11.185 tramitado en sede del Banco de la Provincia de Buenos Aires.

 La actora no produjo la prueba ofrecida (fs. 389, 392 y 455) por lo que se formó, únicamente, el Cuaderno de prueba de la parte demandada, glosado a las actuaciones (fs. 445/454).

 Ambas partes hicieron uso de su derecho de alegar (fs. 456/457 y 460/461). 

 La causa quedó en estado de ser resuelta, decidiéndose plantear y votar las siguientes 

C U E S T I O N E S
 1ª. ¿Es admisible la oposición formal a la demanda planteada por el Banco de la Provincia de Buenos Aires?

      En caso negativo:

 2ª. ¿Es fundada la demanda? 

V O T A C I Ó N

A la primera cuestión planteada, el señor Juez doctor Soria dijo:

 I.- El Banco de la Provincia de Buenos Aires plantea la improcedencia formal de la demanda.

 Aduce la incompetencia del Tribunal para entender en las actuaciones formulando los siguientes reparos: i) tanto la Resolución 1555/02 -que dispusiera la cesantía del señor Lloret- como la Res. 720/03 -que denegara por extemporáneo el recurso de revocatoria interpuesto contra aquella- se encuentran firmes y consentidas; ii) la primera de ellas porque el recurso de revocatoria fue deducido extemporáneamente y así fue decidido por la autoridad administrativa; la segunda porque la acción contencioso administrativa fue interpuesta fuera de término ante el Tribunal.

 Explica que el recurso de revocatoria contra la Res. 1555/02 fue deducido una vez transcurrido el plazo previsto en el art. 167 del Reglamento de Disciplina. A ello agrega que, en tanto el Banco de la Provincia de Buenos Aires no resolvió esa presentación recursiva dentro de los veinte días -término previsto en el art. 172 del mismo Reglamento-, quedó expedita la vía judicial y comenzó a correr el plazo para interponer la acción contencioso administrativa. Señala que la demanda fue promovida ante el Tribunal seis meses mas tarde, en inobservancia de los plazos contenidos en los arts. 18 y 69 inc. 1° de la ley 12.008. 

 Así, por estar vencidos todos los plazos para impugnar la Resolución 1555/02 -tanto en sede administrativa como judicial-, ésta se encuentra firme y es irrevisable judicialmente (fs. 425 vta./428 vta. del escrito de contestación de la demanda).

 Por su parte, al contestar el traslado que le fuera conferido, el actor afirma que "... la demandada ha consentido y proveído todo el procedimiento administrativo que controló en su sede, sin objetar en forma alguna el procedimiento que ella misma condujo..."; sostiene, además, que la oposición de la demandada es improcedente y carece de andamiento legal. Sin mas argumentaciones, requiere el rechazo de la excepción opuesta por la demandada (fs. 436 y vta.).

 II.- Las actuaciones administrativas -sumario 11.185 tramitado en sede del Banco de la Provincia, incorporadas en copia autenticada- ponen de relieve los siguientes datos útiles para resolver en la causa: 

 1.- Con motivo de irregularidades acaecidas en la sucursal Alejandro Korn, el Gerente General de la entidad resolvió, en fecha 20-X-2000, la instrucción de un sumario administrativo a los efectos de dilucidar lo acontecido y establecer las responsabilidades emergentes (fs. 20).

 2.- Sustanciado el sumario, el Directorio del Banco dictó, en fecha 31-X-2002, la Resolución 1555, en cuyo art. 2° estableció: "Decretar la cesantía, a partir de la fecha de su notificación, del Auxiliar Cajero señor Osvaldo Luis Lloret (Af. N° 17.817-9), por encontrarlo responsable de los cargos que le fueran formulados en el Sumario Administrativo n° 11.185, encuadrando su conducta en la transgresión del artículo 21 incisos a), ñ) y t) y artículo 22 inciso n) del Estatuto para el Personal del Banco y artículo 23 inciso k), artículo 24 inciso c) e i) y artículo 25 inciso c) del Reglamento de Disciplina" (fs. 353/359). Dicha resolución fue notificada al actor el 11-XI-2002 (fs. 379/390)

 3.- Contra esta decisión, el aquí accionante dedujo, en fecha 28-XI-2002, recurso de revocatoria, en los términos del art. 167 del Reglamento de Disciplina para el Personal del Banco (fs. 410 y sgtes.).

 También efectuó dos presentaciones -fechadas el 12 y 13-II-2003-, oportunidades en las que solicitó la nulidad de todo lo actuado a partir del 10-I-2003 en virtud de la recusación planteada previamente, así como también la nulidad de la sanción de cesantía que le fuera aplicada (fs. 446; 454/55 y 457).

 4.- Al respecto, el Directorio del Banco dictó la Resolución 720 de fecha 15-V-2003 estableciendo en el art. 1°: "No hacer lugar al recurso de revocatoria interpuesto en el sumario administrativo n° 11.185 por el señor Luis Osvaldo Lloret (Af. N° 17.817-9), contra la Resolución de este Cuerpo n° 1555/02 del 31-10-2002, por extemporáneo (artículos 58, 59, 60 y 167 inciso b) del Reglamento de Disciplina), confirmándose la Resolución mencionada y concordantes en todos sus términos (fs. 467/470)" y en el art. 4°: "Rechazar por improcedente las presentaciones efectuadas ... con fechas 12-II-2003 y 13-II-2002...".

 III.- Liminarmente he de dejar establecido que, de conformidad con lo resuelto por el Tribunal en la causa B. 64.996, "Delbés" (Res. de 4-II-2004), la oposición al progreso de la acción sustentada por la accionada, ha de resolverse a la luz de lo dispuesto por el nuevo Código Procesal Contencioso Administrativo (ley 12.008, texto según ley 13.101), ordenamiento que prevé, para canalizar las oposiciones como la que en autos ha planteado la demandada, la excepción de inadmisibilidad de la pretensión, que engloba los supuestos que bajo la vigencia del régimen procesal anterior, la Corte había admitido como sustento de la excepción de incompetencia que preveía el art. 39 inc. 1° de la ley 2961 (doct. causa B. 57.995, "Sánchez", sent. de 30-VIII-2006). 

Corresponde ahora analizar si la Resolución 1555/02 ha adquirido firmeza en sede administrativa por falta de impugnación oportuna en dicha instancia. La accionada, al fundar la excepción de incompetencia que plantea, resalta que esta circunstancia implica la irrevisabilidad judicial de la pretensión actora. 

 Como se desprende de los antecedentes, el Directorio del Banco denegó por extemporáneo -mediante la Res. 720/03- el recurso de revocatoria interpuesto por el señor Lloret, con fundamento en lo normado por el Reglamento de Disciplina para el Personal del Banco de la Provincia de Buenos Aires, que establece en su art. 167: "El recurso de revocatoria procederá contra toda resolución que aplique sanciones disciplinarias. Deberá interponerse ante la autoridad que aplicó la sanción, para ser resuelto por la misma, dentro de los plazos siguientes:... b) 10 días desde la notificación de la resolución, en los supuestos previstos en los incs... g) [cesantía] del artículo 3". 

 La autoridad administrativa también remitió a los arts. 58, 59 y 60, Título IV -Sumario Administrativo del mismo ordenamiento-, que disponen sobre el modo en que deben contarse los plazos en el procedimiento sumarial. 

 La Resolución 1555/02 fue notificada al interesado el 11-XI-2002 mediante Cartas Documento n° E- 0758532-3, E-0758531-6, E-0758540-8, EE-0758539-2, E-0758538-5, E-0758537-8, diligenciadas por Correo Andreani (v. copias certificadas glosadas a fs. 379/390 del sumario administrativo agregado sin acumular). 

 Ello implica que a partir de la fecha indicada -11-XI-2002-, comenzó a correr el plazo que para recurrir en sede administrativa, prevé el art. 167 citado. 

 Nótese que la impugnación en análisis tuvo lugar después de vencido ese plazo. Esta razón de índole formal sustentó la denegatoria dispuesta por el órgano decisor y da sustento ahora a la defensa de la accionada. Veamos: 

 A) a) El recurso de revocatoria fue interpuesto por el señor Lloret, con patrocinio letrado, el 28-XI-2002 (v. cargo en el "Sello de Entrada" que luce en la página inicial del escrito agregado a fs. 410 y sgtes. también del sumario administrativo 11.155). Conforme la reseña efectuada y según surge del confronte entre las fechas de notificación de la Resolución 1555/01 (11-XI-2002) y de interposición del recurso de revocatoria (28-XI-2002), resulta que este fue deducido fuera del plazo de diez (10) días establecido en el art. 167 del Reglamento de Disciplina.

 Ello así, al presentarse, el reclamante incumplió con la normativa aplicable para los agentes del Banco de la Provincia en materia recursiva prevista en los arts. 3 inc. "g"; 167 proemio e inc. "b"; 58, 59 y 60 del Reglamento de Disciplina para el Personal del Banco de la Provincia de Buenos Aires. 

 b) En su presentación inicial, alude el actor a la notificación practicada por la autoridad administrativa.

 Con relación a ello, he de destacar que los arts. 62 y sgtes. del dec. ley 7647/1970 establecen el contenido y la forma de las notificaciones. Se trata de un conjunto de normas que tiende a que sea cual fuere el medio de comunicación utilizado por la Administración quede garantizada la recepción por el destinatario del acto en cuestión, incluyendo su motivación y el texto íntegro de su parte resolutiva. La regulación, por fin, sanciona con la nulidad toda notificación que no cumpla con los recaudos establecidos (doc. causa B. 63.468, "Pérez Rochiro", sent. de 2-IX-2009 entre otras).

 El art. 63 del dec. ley 7647/1970 dispone que "las notificaciones se realizarán personalmente en el expediente ...o mediante cédula, telegrama colacionado o certificado ... o cualquier otro medio que permita tener constancia de la recepción, de fecha y de identidad del acto notificado...". 

 c) Si bien el actor no opuso disconformidad alguna con la notificación de la Res. 1555/02, cabe dejar sentado que la diligencia en tal sentido practicada por la demandada, mediante Carta documento constituye, en el caso, un medio de notificación idóneo ya que de ella se desprende la certeza sobre el conocimiento que tuvo el agente de su cesantía en el cargo. En el trámite pertinente, se cumplieron los recaudos previstos para proceder a la efectiva notificación de la resolución administrativa, extremo que constituye un presupuesto indispensable para la existencia del consentimiento del acto (art. 35 inc. 1°, ap. I, ley 12.008, texto según ley 13.101; doct. causa B. 59.647, "Mendoza", sent. de 15-III-2006; B. 60.411, "Ferraro", sent. de 4-III-2009 y sus citas).

 B.- Siendo ello así, puntualizo que el Tribunal se ha pronunciado en forma invariable acerca de la imposibilidad de demandar judicialmente la revisión de actos -en el caso la Res. 1555/02- que han adquirido firmeza en sede administrativa por falta de impugnación oportuna. Esta conclusión también puede predicarse a tenor de la nueva normativa procesal aplicable en la materia (art. 35 inc. 1, ap. "i" de la ley 12.008, t.o. ley 13.101, doc. causas B. 58.586, "Llopis", sent. de 6-X-2004; B. 56.618, "Oviedo", sent. de 4-X-2006 y sus citas). 
 a) He de recordar (como lo expusiera en oportunidad de emitir mi voto en los autos B. 62.944, "Manghi", sent. de 29-XII-2009), que la expedición de un acto administrativo definitivo, que opera per se la creación, alteración o extinción de situaciones jurídicas, motoriza las cargas impugnativas previstas en cada caso por el ordenamiento en orden a la ulterior pretensión de contenido anulatorio. 

 De tal suerte, frente a un acto administrativo formal, emanado de la autoridad con competencia resolutoria final u órgano delegado por aquélla, que no es tempestivamente controvertido por el afectado, la pretensión impugnativa posterior lucirá una falencia que en principio ha de conspirar contra su admisibilidad. En tan específica circunstancia, la reedición del pedimento en sede administrativa o judicial, salvo los supuestos de la revisión (art. 112, dec. ley 7647/1970) o el tratamiento de las denuncias de ilegitimidad (art. 74, dec. ley cit.), se enfrenta con el valladar de los arts. 14 inc. 1º ap. "a"; 18 y 35 inc. 1º ap. "i" de la ley 12.008, texto según ley 13.101 (conf. doct. causas B. 59.350, "Cicalesi", sent. de 26-II-2003; B. 55.489, "Sanabria", sent. de 29-XII-2003; B. 60.510, "Sciutto", sent. de 8-II-2006). En suma, no se configura en el caso, un supuesto de aquellos en donde esta Suprema Corte ha prescindido de la firmeza del acto atacado (conf. doct. causas B. 63.116, "Rodríguez Loreto", sent. de 14-VI-2006; B. 56.618, "Oviedo" ya citada).

 b) En el caso "Masullo" (causa B. 58.745, sent. de 2-XI-2005) tuve ocasión de precisar (en votación compartida por los doctores Negri, Kogan, Genoud e Hitters) que, en el campo de las pretensiones impugnativas, la carga de acudir ante la Administración responde, principalmente, a la necesidad de contar con un acto que proyecte la voluntad institucionalizada del ente público para configurar de tal modo un caso que le sea imputable por su actuación (conf. doct. causa B. 64.553, "Gaineddu", res. de 23-IV-2003). Por tal motivo, agregué, la normativa procesal aplicable en modo alguno impone al interesado la carga de articular una revocatoria o reposición cuando existe un acto definitivo emanado de la autoridad administrativa con competencia resolutoria final, ya que en tal supuesto la voluntad estatal se considera suficientemente expresada con dicha decisión.

En ello estriba el carácter facultativo de esa clase de remedio recursivo: el no estar sujeto a la carga de interponer un recurso, las más de las veces inútil, para aguardar su respuesta como condición de acceso a la jurisdicción.

 Ahora bien, una cosa es reconocer, en congruencia con lo dispuesto por la nueva codificación (conf. causa B. 64.996, "Delbés", res. de 4-II-2004) y con el principio de acceso a la jurisdicción (art. 15, Const. pcial.) -y, añado, con el de demandabilidad directa (art. 166, último párrafo, Const. cit.)- el valor optativo que, de ordinario, se adjudica a la reconsideración administrativa y otra, bien diversa, es postular que sea lo mismo ejercer tal facultad recursiva respetando o incumpliendo los plazos reglados, o que deba soslayarse el carácter obligatorio y perentorio que el ordenamiento expresamente les asigna (arts. 71 y 74, primera parte, dec. ley 7647/1970). Si el interesado optó por proseguir el tránsito administrativo, mas lo hizo fuera de plazo, y si, para más, como en autos, no ha invocado, ni acreditado, circunstancia alguna que enervase los efectos jurídicos derivados de la presentación tardía en dicha sede (conf. mi voto en la causa B. 57.846, "Sigdo Koopers", sent. de 19-III-2003), o que fundase la pertinencia de la impugnabilidad del pronunciamiento de la Administración que así lo declaró, entonces deberá cargar con las consecuencias de su propio obrar; y, en tal sentido, de los arts. 18 inc. "a", segunda parte y 35 inc. 1º ap. "i" de la ley 12.008 (texto según ley 13.101) se desprende que la apuntada falencia -configuración de la firmeza del acto definitivo por inexistencia de recurso hábil para interrumpir o suspender el plazo correspondiente- impide dar curso a la pretensión anulatoria (conf. mi voto en la causa 57.101, "La Jirafa Azul S.A.", sent. de 11-III-2009).

 C.- Formo convicción que lo que sella la suerte adversa de la demanda es el objeto mismo de la pretensión traída, ello por el modo que ha sido planteado por la parte interesada ya que éste, con su propia conducta procesal, confirió inmodificabilidad al acto sancionatorio. 

 Destaco que, tampoco el reclamante despliega en el sub lite, cuestionamiento alguno referido a la validez constitucional de las normas procedimentales (art. 68 y sgtes. del dec. ley 7647/1970; 167 y ccs. del Reglamento de Disciplina para el Personal del Banco de la Provincia de Buenos Aires), que conducen a la inadmisibilidad de la pretensión que ha articulado en autos.

 De todo lo expuesto, se desprende que la Resolución 1555/02 se exhibe como un acto administrativo firme por haber sido extemporáneo el recurso de la actora, circunstancia que obsta la ponderación y análisis de tramitaciones administrativas ulteriores a la configuración de dicha firmeza así como su enjuiciamiento a través de la acción contencioso administrativa (art. 14, ley 2961 en vigor al tiempo de deducirse la demanda; 35 inc. 1°, ap. "i" de la ley 12.008, actualmente vigente y doctrina de las causas citadas).

 La oposición al progreso de la demanda debe prosperar y, en consecuencia, corresponde rechazar la pretensión allí articulada en mérito a su inadmisibilidad.

 Voto por la afirmativa.
 Costas por su orden (arts. 17, ley 2961 y 78 inc. 3° in fine, ley 12.008 -texto según ley 13.101-).


Los señores jueces doctores de Lázzari e Hitters, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor Soria, votaron la primera cuestión también por la afirmativa.

A la primera cuestión planteada, el señor Juez doctor Pettigiani dijo:

 Adhiero al voto del doctor Soria.

 Es dable señalar que no obsta a la solución propuesta la circunstancia que el aquí accionante hubiera solicitado, dentro del plazo para interponer el recurso de revocatoria, copia de las actuaciones sumariales, pues de la presentación de referencia (v. fs. 391) no surge que su entrega se hubiera demorado mas allá del día de la petición y, a su vez, no consta que se hubiera requerido y, en su caso, otorgado suspensión de términos.

 Asimismo, no se observan en el procedimiento que rige el control disciplinario mermas a la garantía de la inviolabilidad de la defensa en sede administrativa, que hubieran merecido, aún ex officio, su declaración de inconstitucionalidad (arts. 15 y 57 de la Constitución local).

 Voto por la afirmativa.

A la segunda cuestión planteada, el señor Juez doctor Soria dijo:

 De acuerdo al resultado arribado para la primera cuestión, resulta innecesario pronunciarse sobre la segunda.

 Los señores jueces doctores de Lázzari, Hitters y Pettigiani, por los fundamentos y conclusiones dados por el señor Juez doctor Soria, no se pronunciaron respecto a la segunda cuestión planteada. 

 Con lo que terminó el acuerdo, dictándose la siguiente

 S E N T E N C I A 

 Por los fundamentos expuestos en el Acuerdo que antecede, se rechaza la demanda interpuesta.

 Costas por su orden (arts. 17, ley 2961 y 78 inc. 3° in fine, ley 12.008, texto según ley 13.101).

 Por su actuación profesional, regúlanse los honorarios del doctor Roberto Julio Hofer en la suma de pesos … (arts. 10, 14, 15, 16, 26, 28 inc. "a", 44 inc. "b" 2do. párrafo y 54 del dec. ley 8904/1977), cantidad a las que se deberá adicionar el 10% (art. 16, ley 6716 -t.o. dec. 4771/1996 y sus modificatorias) y el porcentaje que corresponda según la condición tributaria del mencionado profesional frente al Impuesto al Valor Agregado. 

 Regístrese y notifíquese.


EDUARDO JULIO PETTIGIANI


EDUARDO NESTOR DE LAZZARI
DANIEL FERNANDO SORIA


JUAN CARLOS HITTERS



JUAN JOSE MARTIARENA 



Secretario
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